
  
    [image: portada_fmt.jpeg]

  


  
    [image: portadilla_fmt_fmt.jpeg]

    www.megustaleerebooks.com

  



  

    

      AMÉRICA LATINA




      EN LA HISTORIA




      CONTEMPORÁNEA




       




       




      Idea original y dirección




       




      Pablo Jiménez Burillo




       




       




      Comité editorial




       




      Manuel Chust Calero, Pablo Jiménez Burillo, Carlos Malamud Rikles, Carlos Martínez-Shaw, Pedro Pérez Herrero




       




       




      Consejo asesor




       




      Jordi Canal Morell, Carlos Contreras Carranza, Antonio Costa Pinto, Joaquín Fermandois Huerta, Jorge Gelman, Nuno Gonçalo Monteiro, Alicia Hernández Chávez, Eduardo Posada Carbó, Inés Quintero Montiel, Lilia Moritz Schwarcz




       




       




      Coordinador




       




      Javier J. Bravo García


    


  




  

    

       




       




      Director de la historia




      contemporánea de Chile




       




      Joaquín Fermandois




       




       




      Autora




       




      Ana María Stuven


    


  




  

    

       




       




       




       




      La vida política




      Ana María Stuven


    


  




  

    

       




       




       




       




      A vuelo de pájaro: un periodo de institucionalización y consolidación nacional




       




      Como una «crónica de un éxito no anunciado», pero rotundo, podríamos titular este capítulo de la historia política chilena, especialmente si se lo compara con el desarrollo político de sus vecinos hispanoamericanos. Mientras la mayoría de los Estados surgidos del desmembramiento del imperio español en América intentaban organizarse fallidamente en manos de caudillos y sin llegar a lograr acuerdos sobre las características que debía asumir el régimen republicano, en Chile, hacia 1830, se lograban saldar las rencillas entre los bandos patriotas de la independencia con una última batalla.




      Si bien la historiografía ha tendido a construir divisiones ideológicas entre las facciones que lucharon por el control del primer Estado chileno republicano entre conservadores y liberales, es fundamental recalcar que estas líneas divisorias no remiten necesariamente a diferencias de tipo ideológico, sino más bien a tendencias o posturas frente al cambio social y político que implicaba la nueva realidad. A la tradicional vinculación de los realistas como «pelucones» siguió su asociación con los grupos conservadores; al grupo patriota, por su postura antimonárquica, se lo llamó «pipiolo» o liberal. Los primeros recibieron el apoyo de los o’higginistas, defensores del héroe de la independencia que había partido al exilio al verse forzado a renunciar a la primera magistratura en 1822. También fueron respaldados por los llamados «estanqueros», partidarios de reformas económicas y un nuevo orden progresista y eficaz, entre los cuales se contaba la gran figura posterior, Diego Portales. Era un «estanquero» de hecho: había licitado para sí el estanco del tabaco cuando el gobierno se encontró en apuros para pagar un crédito, contraído con Inglaterra por Bernardo O’Higgins, para cubrir los costos de la lucha emancipadora. De acuerdo con esa historiografía positivista que escribió las grandes historias de Chile del siglo XIX y comienzos del XX, la historia republicana del siglo XIX en Chile aparece como una pugna entre dos bandos opuestos, cuyas victorias alternativas dieron forma a una «república conservadora», vigente entre 1830 y 1861, y una «república liberal», triunfante desde 1861. El año 1810 habría dado comienzo a un periodo de «ensayos constitucionales» o de «anarquía», aunque la polaridad conservadora-liberal que hace de hilo conductor a esa historia patria surgió ya en las luchas por la emancipación, vinculando a los patriotas o pipiolos con los liberales y a los monárquicos o pelucones con los conservadores.




      Parte de este problema se entronca en la ausencia de definiciones claras sobre el contenido ideológico del liberalismo hispanoamericano de la primera mitad del siglo XIX, y en el error de pretender asignar categorías ideológicas al conservadurismo, confundiendo así ideas con actitudes, teorías con prácticas. Lo anterior no implica desconocer el hecho de que las ideologías políticas europeas, especialmente el liberalismo, constituyeron el canon ideológico de las clases dirigentes, siendo asimiladas en el continente y adaptadas a la visión que estas clases tenían de la situación social. El conservadurismo, o más bien la mentalidad conservadora, también inserta en la matriz republicana liberal proveniente de Europa o Estados Unidos, ejercía la función de dique para contener el cambio brusco: era una actitud frente a los procesos de implementación del ideario republicano en el interior del mismo universo de ideas de los liberales. Se trataba, por lo tanto, de liberales con valores sociales más conservadores.




      Esta explicación justifica no asignar categorías ideológicas, sino más rivalidades geográficas y sociales, a los bandos que se enfrentaron el 16 de abril de 1830. La batalla de Lircay, donde luchó el Ejército del Sur que comandaba el general Joaquín Prieto contra las tropas del general Ramón Freire, es considerada el inicio del periodo de estabilización de la vida política chilena. Los sucesos que desembocaron en esta corta guerra civil se originaron en la renuncia, poco después de haber sido elegido para el cargo, del presidente «liberal» y patrocinador de la Constitución de 1828, Francisco Antonio Pinto, ante denuncias de que las elecciones parlamentarias habían sido inconstitucionales al elegirse a candidatos que no tenían la mayoría de votos. Los opositores al gobierno encontraron en este procedimiento justificación para un levantamiento que pusiera fin al régimen. El triunfo de los primeros, formados por los sectores conservadores, los «estanqueros» y los o’higginistas, fue decisivo para instaurar un régimen oligárquico autoritario, sustentado en el poder formal a ratos, e informal muchas veces, del famoso ministro Diego Portales.




      El cambio con el estado anterior de cosas fue brusco. Ni el presidente José Joaquín Prieto ni su ministro tenían intención de continuar los vaivenes de las luchas entre facciones. Por ello, no trepidaron en perseguir a sus opositores y declarar múltiples estados de emergencia, incluyendo la suspensión de las garantías constitucionales. Paralelamente, conscientes de que la institucionalización y especialmente la legalidad eran rasgos culturales fundamentales para la clase dirigente chilena, formada en la enorme red de instituciones con que España había controlado sus territorios, emprendieron rápidamente el rumbo de preparar, como lo habían hecho los gobiernos anteriores, una Constitución que representara su visión de país. El constitucionalismo, alimentado también por la admiración hacia la Francia posrevolucionaria y hacia sus intelectuales, era una fuente de legitimidad que permitía exorcizar los males que podía acarrear el torrente de libertad e igualdad que avanzaba por los ríos republicanos. En ausencia del monarca, en presencia del espacio vacío de autoridad que no se conseguía llenar con sus mismos carisma y autoridad, la Constitución debía, al menos, representar las garantías de orden social y político que el país requería.




      Los primeros tiempos no fueron fáciles. La década de 1830 estuvo jalonada de conspiraciones contra el régimen, de medidas represivas, de una guerra con los vecinos y del asesinato de Diego Portales en 1837. La Constitución de 1833, de carácter autoritario, consagró la religión católica como la única que se podía practicar de forma pública; estableció el sufragio censitario, limitándolo a miembros del sexo masculino, mayores de 25 años, que tuvieran una renta o propiedad y supieran leer y escribir (este requisito se eliminó en 1842); y estableció un periodo presidencial de cinco años con posibilidad de reelección una vez. José Joaquín Prieto, reelegido en 1835, dio inicio a los llamados «decenios». La desaparición de Portales de la escena política, lamentada en todas las esferas, permitió no obstante inaugurar una nueva etapa en el desarrollo republicano chileno. Para algunos historiadores, su genialidad había dejado un «Estado en forma», como le llamó después Alberto Edwards; para otros, la tranquilidad que sobrevino a su ausencia demuestra que su rigor no representaba más que su propia paranoia con la república y con la democracia. Dejando esa discusión para más adelante, confirmamos que cuando a los pocos años, en 1841, el general Manuel Bulnes, héroe de la guerra contra la Confederación Perú-Boliviana, asumió el mando del Estado, el escenario era distinto. Como escribió Andrés Bello, el intelectual venezolano avecindado en el país en 1829, se inauguró una nueva época. Suprimidas las medidas de excepción dictadas por el gobierno anterior, floreció una generación, llamada de 1842, que, desde la tribuna otorgada por la prensa, pudo polemizar largamente sobre el destino que debía forjarse para la república, las instituciones que debían conducirla y la nación que debía surgir de ellas en el tiempo a través de la educación. Algunas figuras disidentes llevaron esta discusión más allá de los límites aceptados, sufriendo sanciones que demostraron que la clase dirigente no estaba dispuesta a tolerar ideologías que pudieran atentar contra su hegemonía en el poder. Francisco Bilbao fue la figura más publicitada por defender un republicanismo de carácter más radical y dar comienzo a las críticas contra la Iglesia. El consenso que se expresó en esas discusiones en el interior de una clase dirigente que había superado viejas rivalidades y pensaba sobre el Estado y la nación demostró la unanimidad en la adhesión a un sistema republicano con representación limitada, a la Iglesia católica, y al valor de orden social, todos ellos considerados garantía de progreso hacia la plena vigencia del republicanismo en su proclamación de la soberanía popular, la ciudadanía moderna, y el sistema representativo. Bilbao fue condenado por blasfemo e inmoral en 1844.




      Diez años gobernó también Manuel Bulnes, que fue sucedido por Manuel Montt en 1851, primer presidente civil. Una corta guerra civil ensombreció el comienzo de su gobierno, demostrando que, aunque el periodo que la historiografía ha llamado «república conservadora», iniciada en 1830, había demostrado estabilidad en el proceso de cambio de autoridades, en su interior, sin embargo, germinaban brotes de insatisfacción. La creciente influencia del positivismo comprometía al régimen con la ideología del progreso, impulsándole a realizar grandes obras públicas, especialmente la instalación de los ferrocarriles, a crear bancos, a codificar las leyes y a fomentar la inmigración. No obstante, el positivismo había minado los espíritus religiosos de algunos miembros de la clase dirigente, provocando en 1856, con motivo de la llamada «cuestión del sacristán», una división política en la clase dirigente, que fue de larga duración y que puede considerarse la semilla de los primeros partidos políticos, informales por cierto, ya que no estaba consagrado constitucionalmente el derecho de asociación. Este conflicto se produjo cuando dos canónigos se negaron a obedecer a la autoridad eclesiástica, y ésta les suspendió del ejercicio de sus derechos. Éstos, apelando a la posibilidad legal de acudir a la justicia civil, recurrieron de fuerza ante la Corte Suprema, cuyo dictamen fue desfavorable para el arzobispo, devolviendo su ministerio sacerdotal a los canónigos. Se intercambiaron oficios agresivos entre Montt y el arzobispo, y, finalmente, terció Varas, quien logró que los canónigos se sometieran por voluntad propia a la decisión de la Iglesia. Recibieron el nombre de «nacionales» los partidarios de la disminución de la influencia de la Iglesia en el Estado, especialmente de las prerrogativas del «patronato». Escindidos del tradicional Partido Conservador, introdujeron la cuña del debate por la libertad religiosa. Los conservadores asumieron posturas ultramontanas y, paradójicamente, en su desconfianza hacia el poder del Estado se vincularon a los llamados sectores liberales, aunque también se rumoreaba en la época que la antipatía del arzobispo Valdivieso por Montt estaba detrás de esta alianza.




      Consecuencia directa de esta división fue la llegada al poder de José Joaquín Pérez, último presidente de los decenios, quien también inauguró su periodo luego de una guerra civil. Hombre de carácter conciliador, sensible a la manipulación de los partidos, intentó formar un gobierno de unidad nacional con conservadores y liberales. Sin embargo, la hostilidad de los nacionales, con mayoría parlamentaria, no permitió que el consenso político continuara operando. El surgimiento de sectores «radicales», personificados en los caudillos del norte del país, Manuel Antonio Matta y Pedro León Gallo, permitió que aflorara la presencia de un liberalismo de cuño más doctrinario, que proclamaba la libertad electoral y la laicización del Estado. Nuevamente, de forma paradójica, se encontraron con los nacionales en esta última propuesta, y autoritarios y radicales se unieron contra el gobierno.




      La pugna entre Estado e Iglesia fue la tónica de los años que siguieron y que construyó el dique divisorio en el interior de la clase dirigente del país, culminando solamente en los años 1883 y 1884, cuando se promulgaron las llamadas «leyes laicas» que permitieron el establecimiento del registro civil, del matrimonio civil y de los cementerios laicos. La década de 1860 fue testigo de los primeros detonantes de este largo conflicto en la moción de los sectores liberales más radicales para suprimir el artículo 5.º de la Constitución, que prohibía la libertad de cultos. Manuel Antonio Matta fue su portavoz en el Congreso, y se manifestó también por la supresión del patronato. Aunque no fue aprobado, el acuerdo logrado fue un síntoma del espíritu secularizador en sectores dirigentes; la fundación del Club de la Reforma, en 1868, expresó en otro ámbito de la política nacional la voluntad de cambio político, en sus aspiraciones de cambios constitucionales y modernización de las instituciones públicas. En un contexto de divisiones crecientes en el interior del grupo dirigente, la administración de Federico Errázuriz Zañartu (su hijo, Federico Errázuriz Echaurren, fue también presidente a fines de siglo) fue incapaz de mantener la Fusión Liberal-Conservadora. Un tema vinculado a las relaciones entre Estado e Iglesia desencadenó la ruptura, cuando el gobierno permitió que la enseñanza particular se liberara de la tutela y fiscalización del Estado, gracias a la hábil gestión de su ministro conservador de Educación, Abdón Cifuentes. Desatado el conflicto con los liberales, éstos defendieron la postura del Estado Docente, y Cifuentes renunció a su puesto en el gabinete. La continuación de las llamadas cuestiones teológicas se agravó con la promulgación del Código Penal, que abolió el fuero eclesiástico en 1875.




      Lo que el historiador Alberto Edwards denominará años más tarde como «la fronda aristocrática» para describir el conflicto entre los poderes Ejecutivo y Legislativo —este último era el reducto de la oligarquía, y estaba celoso de que el primero asumiera atribuciones que pudieran dañar su hegemonía social y política— comenzó a desmoronarse hacia el final del periodo que nos ocupa, cuando una coalición amplia y circunstancial entre liberales independientes, radicales, conservadores y nacionales, con la sola oposición del liberalismo oficialista, logró la reforma constitucional que permitió que la dirección de las elecciones saliera del control de las municipalidades, dependientes del Ejecutivo, y se traspasara a la Junta de Mayores Contribuyentes, dando así cabida a los grupos de minoría. En el fondo, al hacer también extensivo el voto a quienes supieran leer y escribir, aprobaban el sufragio universal y cambiaban, al menos en sus aspectos formales, el carácter del republicanismo chileno. Aunque la intervención presidencial para las elecciones no cambió gran cosa, al menos de aquí en adelante ésta pasó a ser claramente ilegal.




      El conflicto por la candidatura del siguiente presidente de la República y el surgimiento de Benjamín Vicuña Mackenna como candidato de posturas claramente reformistas, que buscaba el apoyo de las clases populares con la propuesta de desarticular la organización del latifundio, fue un indicador adicional de que el liberalismo tomaba forma en el país. Aunque Errázuriz logró que su candidato, Aníbal Pinto, se hiciera con la presidencia, y éste no enfrentara mayores desafíos iniciales en su base política, el desencadenamiento de la Guerra del Pacífico, en 1879, incorporó a los conflictos políticos la polémica por la conducción de la guerra. La faz de Chile cambiaría a partir de esos años. Correspondería al gobierno de Domingo Santa María, liberal y autoritario al mismo tiempo, consolidar el triunfo chileno en la guerra. Surgía un país nacionalista, seguro de su lugar en el mundo, enriquecido por la incorporación de territorios abundantes en salitre. Promulgadas las «leyes laicas», el conflicto entre Estado e Iglesia tocaba a su fin. Sin embargo, recién comenzaba una era política donde liberalismo y autoritarismo dejaban de ser compatibles, y donde el Ejecutivo, que durante todo el siglo había sido el pilar del orden al cual la oligarquía nombraba y frente al cual se sometía para resguardar su hegemonía social, perdía esa prerrogativa. La oligarquía había logrado un gran triunfo; el autoritarismo parecía innecesario y se acercaba la hora en que el consenso sufriría un embate desgarrador para la nación: la guerra civil de 1891.




      Este preludio permite anticipar la hipótesis de que la vida política chilena superó rápidamente en su historia la antinomia entre conservadores «monarquistas» y liberales republicanos. Desde la conformación de su Estado independiente, un republicanismo llamado por el mexicano José Antonio Aguilar como «epidérmico», salpicado de elementos ideológicos liberales pero arraigado en una actitud reticente hacia todo cambio brusco o hacia toda medida democratizante de la sociedad, permite identificar una evolución política donde una clase dirigente, que debemos llamar liberal-conservadora, fue regulando el tránsito político. La vigencia del orden social, que asegurara su control del poder, era la medida para que la república, con sus requisitos de soberanía popular, ciudadanía efectiva, representación real y sufragio universal permitiera el tránsito hacia una república «densa». Los años que van entre 1830 y 1880 son la expresión de estos avances y retrocesos, proceso en el cual la consolidación del Estado permitió también el fortalecimiento del espíritu nacional y de la identidad chilena. Dos triunfos bélicos importantes, la guerra contra la Confederación Perú-Boliviana y la Guerra del Pacífico, fueron la consagración de la nación.




       




       




      El momento fundacional: la clase dirigente ante sí misma




       




      El año de 1830 marca el comienzo de lo que la historiografía positivista ha considerado el periodo de la institucionalización exitosa de la república. Esta afirmación se apoya en la hipótesis de que, hasta el triunfo en la batalla de Lircay de la facción más «conservadora» dentro de la clase dirigente chilena, el país habría vivido o sumido en la anarquía, o en un periodo de «ensayos constitucionales», como lo llamó Julio Heise, que marca en realidad una época de aprendizaje republicano. En Lircay, a unos 400 kilómetros al sur de Santiago, se enfrentaron unos 2.200 soldados al mando del general José Joaquín Prieto, auxiliado por el coronel José María de la Cruz de la ciudad de Chillán, con otros 1.700 a cargo del general Ramón Freire. El triunfo de Prieto permitió su acceso a la primera magistratura, secundado por Diego Portales, un comerciante de Valparaíso ansioso de instaurar un orden político estable que permitiera el desarrollo económico, el progreso del país, y terminase con los faccionalismos. Es también el comienzo de la construcción de lo que Alberto Edwards llamó el «Estado en forma», es decir, un Estado de derecho, con una institucionalidad estable. Desde otra perspectiva, la inauguración del gobierno de Prieto (1831-1841) puede caracterizarse como la expresión del agotamiento transitorio por parte de la clase dirigente con los devaneos intelectuales del «liberalismo». A pesar de iniciarse una fase autoritaria, plagada de denuncias de «conspiraciones» contra el gobierno, la mayoría de ellas nunca comprobadas, la autoridad adquirió control del orden público. Ese consenso en torno a la prevalencia del orden permitió que conviviesen de forma relativamente armónica figuras contradictorias unidas en torno a su común percepción de compartir un grupo con fuertes lazos sociales, para el cual la cohesión era fundamental si quería mantenerse en el poder y navegar por las turbulentas aguas republicanas sin sucumbir.
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